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Presente
De mi consideración:
Por la presente vengo en informar la memoria de prueba titulada "El debido proceso como derecho fundamental en la actividad administrativa", de la señorita Jessica Avendaño Uribe.
Este trabajo está estructurado en dos capítulos. En el primero de ellos se realiza un análisis doctrinal del concepto de "debido proceso", buscando conceptualizar con precisión los alcances de este término en la dogmática procesal. En este punto, el trabajo de la Srta. Avendaño es exhaustivo, aunque algo desordenado, destacando la revisión de textos y doctrinas comparadas en las que pudo inspirarse el constituyente de 1980 para la consagración del derecho fundamental enunciado en el Art.19 N°3. No obstante, el análisis abusa, en ocasiones, de la cita textual y bibliográfica, lo que complica una lectura ágil del texto.
Por su parte en el capítulo segundo, la memorista realiza un análisis de la jurisprudencia judicial contenida en las principales Revistas especializadas en los últimos 13 años (1990-2002), periodo de referencia muy adecuado, ya que le permite recoger con cierta sistematicidad los criterios utilizados por nuestras Cortes en el último tiempo, haciéndolo coincidente además con el ejercicio de la jurisdicción en condiciones de normalidad institucional. En esta sección la memorista hace un esfuerzo por revisar críticamente los criterios empleados por nuestros jueces, dando cuenta de los vacíos y contradicciones que existen en esta materia en nuestro derecho, y poniendo especial atención en los yerros conceptuales generados a partir de la ampliación irreflexiva de la interdicción de las comisiones especiales, como causal de procedencia del Recurso de Protección.
Finalmente la memorista formula algunas conclusiones en su trabajo, que son coherentes y consistentes con el trabajo desarrollado y que la verdad no pueden sino ser compartidas por cualquier lector atento del texto aquí evaluado.
Por todas estas consideraciones, es que soy de opinión de calificar esta
memoria con nota cinco coma cinco (5,5).
Sin otro particular, saluda atentamente.
Juan Carlos Ferrada Bórquez
Profesor Instituto de Derecho Público
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales
Universidad Austral de Chile.
INTRODUCCION

La garantía constitucional del debido proceso, consagrada según la doctrina en el Art. 19 Nº 3 de nuestra Constitución Política de la República (CPR), constituye un principio fundamental para la vigencia del Estado de Derecho. Ello nos permite sostener que esta garantía debiera estar presente en todo proceso que la ley contemple, siendo el órgano llamado a resolver el conflicto quien debe adoptar las medidas necesarias para el respeto de este derecho.


Aun cuando es indudable la gran importancia de este derecho, si ponemos atención en la redacción de la disposición constitucional antes citada, veremos que su interpretación y, por tanto, su aplicación no se encuentran exentas de problemas. Esto producto de la expresión “órgano que ejerza jurisdicción” utilizada por el inciso 5º del Nº 3 de dicha norma, que restringe la aplicación de este precepto exclusivamente a los órganos que ejerzan jurisdicción, excluyendo a aquellos que ejercen otro tipo de funciones como serían las simplemente administrativas.


Es así como se ha producido discusión dentro de la doctrina respecto de si los órganos administrativos, al resolver una materia cualquiera, ejercen o no jurisdicción y si por lo tanto ellos deberían sujetar su actuación a la garantía del debido proceso. Cuestión que da origen al problema objeto de la presente investigación, el cual se estudiará fundamentalmente a través de la jurisprudencia.


 La hipótesis planteada es que los órganos de la Administración de Estado no ejercen funciones jurisdiccionales, pues no cumplen con los requisitos mínimos para que así sea, requisitos relacionados principalmente con criterios como: la independencia, imparcialidad y permanencia entre otros, por lo tanto estos entes no harían más que ejercer funciones simplemente administrativas. De ello se colige que no les sería aplicable la norma constitucional del Art. 19 Nº 3 inc. 5º y por tanto, no estarían sujetos a la garantía del debido proceso en su actuación.


Hecho el marco doctrina en el cual se estudiará la opinión de distintos autores en este punto y que servirá de base para iniciar el trabajo, se procederá a la investigación propia del problema desde una perspectiva fundamentalmente práctica, mediante el análisis de todos los fallos publicados en las Revistas de Derecho y Jurisprudencia, Fallos de Mes, Gaceta Jurídica, Gobierno Regional y Municipal y  Gobierno y Administración del Estado, desde el año 1990 hasta el 2002, y que digan relación con el problema; de manera tal, de dilucidar cual ha sido en la realidad el tratamiento que en la jurisprudencia ha tenido esta materia.

 CAPITULO I. ANALISIS DOCTRINAL

1. Aproximación al concepto de Debido Proceso

El establecimiento de derechos a favor del ciudadano, por si sólo no es suficiente. El Estado debe proporcionar las medidas de protección necesarias para asegurar que tales derechos se respeten. Uno de los instrumentos de tutela de los derechos es el proceso.

El proceso en alguna de sus acepciones más comunes se define como progreso, transcurso de tiempo, acción de ir hacia delante, desenvolvimiento. Desde un punto de vista jurídico, podemos definir de manera muy general proceso judicial como “una secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de resolver, mediante un juicio de la autoridad, el conflicto sometido a su decisión”
, constituyendo estos actos en si mismos una unidad.

Es así, como la idea de proceso es esencialmente teleológica, fin que consistirá en la decisión del conflicto mediante un fallo que adquiere autoridad de cosa juzgada. De esta manera ante la violación de un derecho, será este mecanismo a través de la solución del conflicto quien reestablezca el respeto de los derechos conculcados. Pero suele suceder que el derecho sucumba ante el propio proceso y este instrumento falle en su cometido. De ahí la necesidad de tutelarlo, de manera tal que él pueda a su vez tutelar efectivamente los derechos, es así como surge la garantía del debido proceso.

El debido proceso ha sido definido, en términos muy generales por la doctrina comparada, como aquel derecho fundamental que garantiza al ciudadano que su causa sea oída por un tribunal imparcial y a través de un proceso equitativo; derecho al proceso debido que agrupa y se desdobla en un haz de derechos filiales reconocidos a la vez todos ellos como derechos fundamentales, y que incluye entre otros principios y garantías el derecho a la defensa, el principio de igualdad de armas, el principio de contradicción, el principio de publicidad, el principio de aceleración procesal y el de presunción de inocencia
.

  
Así, si bien no existe un concepto unívoco
 de esta garantía ya que ella se ha definido a través de la enumeración de otros derechos, al igual que en la doctrina comparada, en nuestro ordenamiento jurídico ella se relaciona principalmente con la protección de un conjunto de derechos mínimos que deben existir dentro de todo procedimiento.

2. Antecedentes históricos



Los primeros antecedentes históricos que se tienen, según los autores,  de la garantía fundamental del debido proceso se remontan a la Carta Magna del Rey Juan en 1215, la que a modo de ejemplo disponía libertades como:

XLVI “Ningún hombre libre será tomado o aprisionado, desposeído de sus bienes, proscrito o desterrado, o de alguna manera destruido; ni nos dispondremos sobre él, ni lo podremos en prisión, sino por el juicio legal de sus pares, o por la ley del país”

LX “Si alguno, sin previo juicio legal de sus pares, ha sido desposeído y privado por Nos de sus tierras, castillos y libertades o derechos, se los restituiremos inmediatamente; y si sobre este punto se suscitara alguna disputa, sea decidida la materia por los veinticinco barones aquí adelante mencionados para la conservación de la paz”

Más tarde, esta garantía sigue siendo reconocida en diversos cuerpos normativos del derecho anglosajón, como la Petición de Derechos del Rey Carlos I de 1628, el Bill of Right de 1689, la Declaración de Derechos de Virginia de 1776, la V y VI Enmiendas a la Constitución de Filadelfia de 1787 señalando esta última:

“V ...no se someterá a ninguna persona dos veces al mismo riesgo de perder la vida o miembro por el mismo delito; No se le podrá obligar en caso criminal a que testifique contra de sí misma ni se le privara de la vida, la libertad o la propiedad, sino por medio de debido proceso legal...”. Siendo así, la primera vez en que se utiliza, tal como hoy se conoce, la expresión “debido proceso legal”, la que a partir de entonces será integrada a los ordenamientos jurídicos de la mayoría de los países del mundo.

En materia de derecho internacional esta garantía ha sido recogida en múltiples tratado como son: la Declaración de Derechos Humanos de 1948 en sus Art. 10, 11 Nº 1 y Nº 2; en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre en su Art. 25; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, principalmente en su Art. 14; y en el Pacto de San José de Costa Rica en su Art. 8.

Por su parte en nuestro derecho, la garantía de la prohibición de comisiones especiales aparece por primera vez en la Constitución de 1822 Art. 199 que señalaba que: “Todos serán juzgados en causas civiles y criminales por sus jueces naturales, y nunca por comisiones especiales”, esta cláusula fue perfeccionada en la Constitución Liberal de 1828 en su Art. 15 señalando que :“Ninguno podrá ser juzgado por comisiones especiales; sino por los tribunales establecidos en la ley. Esta en ningún caso podrá tener efecto retroactivo”, y posteriormente en la Constitución de 1833 en el capítulo X, en el Art. 134  “Ninguno puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el Tribunal que le señale la ley, y que se halle establecido con anterioridad por esta.”, y se encuentra consagrada en nuestros días en el Art. 19 Nº 3 inc. 4º de la Constitución de 1980
.

La garantía constitucional del “racional y justo proceso” fue introducido en  ordenamiento jurídico chileno por el Art. 1 Nº 3 del Acta Constitucional Nº 3, promulgada por el DL 1652 de 1976 que entró a regir el 18 de Septiembre de ese mismo año. La Constitución de 1980 la consagra definitivamente en el Art. 19 Nº 3 como uno de los principios que integran la garantía constitucional de igual protección en el ejercicio de los derechos.

3. El  debido proceso en la Constitución chilena



Artículo 19:

La constitución asegura a todas las personas:

Nº3      La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.

Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma en que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiese sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.

La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismo.

Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por esta.

Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías  de un racional y justo procedimiento.

La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal. 

Ningún delito se castigara con otra pena que la ley señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley  favorezca al afectado.

Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona este expresamente descrita en ella
.
Como podemos apreciar, este artículo abarca un conjunto de bienes jurídicos destinados a asegurar la igual protección en el ejercicio de los derechos ante toda autoridad (inc.1º), estos derechos los podemos agrupar en:

derecho a la defensa (inc. 2º y 3º), 

legalidad del tribunal (inc. 4º), 

legalidad del juzgamiento (inc. 5º), 

exclusión de presunciones de derecho en materia penal (inc. 6º), 

irretroactividad de la ley penal (inc. 7º), 

principio de tipicidad (inc. 8º).

Para esta investigación tendrán especial importancia los inc. 4º y 5º que a continuación se analizan.

3.1. La prohibición a las comisiones especiales

Como se señaló anteriormente, la expresión “comisiones especiales” ya se manifestaba en la Constitución de 1822 en su Art. 199, y se mantuvo en las siguientes constituciones hasta su consagración en la Constitución de 1980 en el Art. 19 Nº 3 inc. 4º, esta garantía dice relación con que en todo proceso el imputado debe ser juzgado por un tribunal predeterminado por la ley, independiente e imparcial, y no por uno que sea designado especialmente, que podría ser fuente de irregularidades.


La imparcialidad del tribunal según la doctrina
 es uno de los principios integrantes del concepto de debido proceso y como lo ha dicho el propio Tribunal Constitucional “todo juzgamiento debe emanar de un órgano efectivamente independiente y subjetivamente imparcial, creado por la ley. Es más, se ha reiterado, que la independencia e imparcialidad del juez no sólo son componentes de todo proceso justo y racional, sino que además son elementos consustanciales del concepto mismo de tribunal”.


Esta disposición es además perfectamente concordante con el Art. 73 CPR que reitera el principio de legalidad del tribunal. 


Cabe recordar  por otro lado, que este inc. 4º es el único dentro del Art. 19 Nº 3 que se encuentra amparado por el Art. 20 CPR con el recurso de protección.

3.2. El racional y justo procedimiento

El inc.5º dice relación con lo que la doctrina ha denominado legalidad del juzgamiento, esto es el sometimiento de todas las personas a las normas legales que rigen la sustanciación justa y racional de los juicios y contiendas, procedimiento racional y justo que corresponde al legislador asegurar. El texto exige además, que el tribunal sea establecido por la ley con anterioridad, reafirmando así el principio contenido en el inciso anterior.

 En la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución se evitó la utilización de la expresión “debido proceso” propiamente tal, por que a juicio de ella esta expresión obligaría tanto al interprete, como a los tratadistas y abogados a estudiar el derecho anglosajón; además se podría incurrir en el error de interpretar lo que es debido como aquello que esta en la ley, lo que resultaría poco garantista y demasiado restringido, en consecuencia se resuelve utilizar la expresión “proceso racional y justo”, sin enumerar las garantías que componen el debido proceso, salvando así la dificultad de tipificar específicamente los elementos y evitando el riesgo de omitir algunos. Se acordó dejar constancia en actas, para la historia fidedigna de la disposición, que sus miembros coincidían en que eran garantías mínimas de un racional y justo proceso: permitir el oportuno conocimiento de la acción, la adecuada defensa y producción de la prueba que correspondiere
. 

Acotando conceptos podemos decir que, la expresión racional se aplica a aquello que se ajusta a la razón y  por razón debemos entender aquella facultad intelectiva que nos permite establecer vinculaciones entre causas y efectos de modo que estos pueden deducirse de aquella, o a la inversa, todo dentro del mundo físico y de las dimensiones espacio temporales en que existimos. Por otro lado, siendo excesiva la pretensión de intentar una definición de justicia, se debe circunscribir el análisis a lo que se entiende por proceso justo. En una de las significaciones que nuestro léxico da al concepto de justicia, la equipara al de racionalidad. La racionalidad tiene profundas vinculaciones con la idea de justicia y la justicia con la idea de equidad, concepto este último que como su origen etimológico lo señala tiene que ver con la igualdad. Con la igualdad ante la ley, ante las autoridades y órganos jurisdiccionales, con la igualdad que tienen derecho de exigirse unos de otros, con el igual derecho que tienen a reclamar la protección del sistema jurídico, y con su igualdad de los sujetos dentro de todo proceso; de ahí que nuestro 19 Nº 3 consagre la “igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos” 
. 

Por otro lado, al analizar la expresión “proceso racional y justo” hay que tener presente, que la citada norma constitucional no es la única disposición dentro de nuestro ordenamiento jurídico que utiliza dicha expresión o que se relaciona con el concepto de debido proceso. En este sentido el ex contralor de la VI Región, Mario Barrientos
 a propósito de la potestad disciplinaria de la administración, señala que el Art. 18 inc. 2º de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado (LBGAE) al disponer “ en el ejercicio de la potestad disciplinaria  se asegurará el derecho a un racional y justo procedimiento”, repite literalmente la expresión utilizada por la Carta Fundamental por lo que a juicio de Barrientos “el debido proceso fue explícitamente  extendido  tanto a la investigación y sumarios administrativos, cuanto a los decretos o resoluciones, entendiendo estos como equivalentes a las sentencias a que se refiere la Carta”,  continua diciendo que la garantía constitucional del 19 Nº 3 inc. 5º no sólo esta contenida en el Art. 18 de la LBGAE sino que además “aparecen expresamente contenidas en normas especiales de los distintos estatutos, tales como:

La ley Nº 18.834, que aprobó el Estatuto Administrativo, que en su Art. 116 inc. Final dispone “las medidas disciplinarias se aplicarán tomando el cuenta la gravedad de la falta cometida y las circunstancias atenuantes o agravantes que arroje el merito de los antecedentes, lo que es una prístina demostración de que el justo y racional procedimiento rige en el ejercicio de la potestad disciplinaria.

La ley 18.883, aprobatoria del Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales, en su Art. 120 inc. Final, y 138 inc. 2º repite exactamente la misma disposición.

La Contraloría General, en el ejercicio de su facultad de practicar inspecciones  e investigaciones, e instruir sumarios, en los servicios sujetos a su fiscalización, conforme a los preceptos de los Arts 131 y 134 de la ley  Nº 10.336 dictó un   “reglamento de sumarios instruidos por la Contraloría General de la República”, cabiendo destacar que en numerando tercero expresa: “Que, asimismo, es imperativo reconocer a quienes aparezcan involucrados en tales hechos, las instancias de defensa necesarias para asegurar las garantías individuales, en general, y un racional y justo procedimiento, en particular, reconocidos por la Carta Fundamental”.

Todo lo anterior revela una voluntad firme de ajustar la tramitación de los sumarios administrativos y medidas disciplinarias al debido proceso”.

Así, para este autor tanto el Art. 18 de la LBGAE, los procedimientos de sumarios administrativos e investigaciones sumarias establecidos por el Estatuto Administrativo, en el Título V de la Responsabilidad Administrativa, Arts. 114  al 139; y hoy, tras la entrada en vigencia de la  ley Nº 19.880 que establece las bases de los procedimientos administrativos, serían un reflejo fiel de la extensión que ha alcanzado el Art. 19 Nº 3 inc.5º.

 Sin embargo cabe preguntarnos, siguiendo el racionamiento de Barrientos, si debe entenderse que por el sólo hecho de que una norma (de cualquier rango legal o incluso un reglamento), disponga que un órgano debe sujetar su actuación a un racional y justo procedimiento en una determinada materia, dicho ente ejerce jurisdicción. De este modo serían las leyes o los reglamentos los que en definitiva establecerían que órganos ejercen esta función.

 Por otra parte, no parece tan claro que en el caso del ejemplo anterior se este dando aplicación a la garantía constitucional en estudio, más aún, podríamos decir que si todos los órganos administrativos debieran sujetar su actuación a un racional y justo proceso, en aplicación del 19 Nº 3 Inc.5º, entonces sería innecesario repetir los términos de esta norma en todas las leyes y reglamentos que rigen a cada uno de estos órganos, ya que por el principio de supremacía constitucional ellos estarían obligados directamente por la constitución a respetar esta garantía.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

3.3. Alcance de la expresión “órganos que ejerzan jurisdicción” y su vinculación al debido proceso

Si nos detenemos en la redacción del Art. 19 Nº 3 inc. 5 veremos que la norma en comento señala que serán los órganos que ejerzan jurisdicción los que deben fundarse en un proceso previo legalmente tramitado, esta situación ha dado lugar a discusión dentro de la doctrina respecto de cuales serían estos órganos, en especial si se puede incluir a los órganos de la Administración del Estado dentro de la expresión “órganos que ejerza jurisdicción” y si ellos deben sujetar su actuación, por lo tanto, al debido proceso. 

Para esto se hace necesario estudiar con mayor profundidad la ya citada expresión “órgano que ejerza jurisdicción”.

Entenderemos en general por órgano una estructura singularizada, unipersonal o colegiada, que tiene poderes propios de decisión o posibilidades independientes de actuación.
     

Y por órganos administrativo aquellos señalados en el Art. 1º inc. 2º de la Ley de Bases generales de la Administración del Estado
.                                                                                                                                                                                                 
En este contexto, el problema se suscita con el término jurisdicción. Al respecto podemos decir como primer acercamiento que este vocablo proviene del latín jusdiciere o jurisdicione, que significa declarar el derecho al caso concreto, (diciere) declaración (ius) del derecho (Judicium) al juicio.

Giuseppe Chiovenda la define como “la función del Estado que tiene por fin la actuación de la voluntad concreta de la ley mediante la substitución, por la actividad de los órganos jurisdiccionales, de la actividad de los particulares o de otros órganos públicos, sea al afirmar la existencia de la voluntad de la ley, sea al hacerla prácticamente efectiva”.

Por otra parte, Carnelutti define jurisdicción como “la actividad destinada a obtener el arreglo de un conflicto de intereses mediante la justa composición de la litis, contenida en una sentencia”.

A su vez, Couture señala que es “la función pública realizada por órganos competentes del Estado, con las formas requeridas por la ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y controversias de relevancia jurídica mediante decisiones con autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución”.             

Dentro de la doctrina nacional la jurisdicción ha sido definida por Alessandri simplemente como “la facultad de administrar justicia”.

Casarino estudia diversas facetas de la jurisdicción, concluyendo que, en sentido restringido, es “la facultad que tiene el Poder judicial  de administrar justicia”.


Para Colombo es “el poder deber que tienen los tribunales para conocer y resolver, por medio del proceso y con efecto de cosa juzgada, los conflictos de intereses de relevancia jurídica que se promuevan en el orden temporal, dentro del territorio de la República y en cuya solución le corresponda intervenir. Así para este último autor  la jurisdicción tendría ciertas características como son: es una función pública, las autoridades encargadas de su ejercicio son de  manera privativa los tribunales de justicia, parte de la jurisdicción que corresponde a cada juez es su competencia, ella se manifiesta a través de la ejecución de actos jurídicos procesales, es improrrogable, es unitaria es una sola y no admite clasificaciones, es de ejercicio eventual, si se cumple la ley no se requiere su intervención, limita la competencia específica del tribunal, provoca la inamovilidad de la decisión, es decir provoca cosa juzgada”
.

Por otro lado, en relación a la potestad jurisdiccional entregada por la Constitución, para los profesores Ferrada y Bordalí
, desde una perspectiva sustantiva o material, se podría desprender de los arts. 19 Nº3 y 73 que existen ciertos requisitos exigidos por la Constitución para que un órgano sea considerado como jurisdiccional, ellos serían: 

Que haya sido establecido por una ley orgánica constitucional (si es establecido con posterioridad a la constitución según los arts. 74 CPR y 5º transitorio)

Que el órgano tenga carácter permanente. En doctrina comparada derecho al juez natural.

Independencia

Responsable

Que actué rogadamente.

Por medio de un proceso legalmente tramitado.

Que aplique el derecho al caso concreto.

Por medio de resoluciones fundadas.

4. Otras Normas Constitucionales y Legales relacionadas con esta materia

En lo referente a nuestra Constitución
 si bien en ella no se encuentra una definición de jurisdicción, la doctrina se ha basado en diversas normas para su estudio como son el Art. 5º, 7º, los artículos del 73 al 79 en el capítulo VI destinado al Poder Judicial, en el ya mencionado Art. 19 Nº 3 inc. 5. 

En este sentido se ha dicho por alguna parte de la doctrina que el Art. 73 CPR contendría lo más cercano a una definición de jurisdicción, expresando que la facultad de conocer las causas civiles y criminales, de resolverlas y hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales de justicia. Términos similares utiliza el Art. 1 de Código Orgánico de Tribunales
 (COT) en su Titulo I , bajo el epígrafe “ del Poder Judicial y la Administración de Justicia en general”; en el Art.5 del mismo código se señala que a los tribunales mencionados en ese artículo, vale decir a los tribunales que integran el poder judicial, les corresponderá el conocimiento de todos los “asuntos judiciales”. Por otro lado, el Art. 73 CPR contiene una prohibición al Presidente de la República y al Congreso de ejercer “funciones judiciales”. Si interpretamos conjuntamente todas estas normas, podríamos llegar a la conclusión que la función jurisdiccional se hace sinónima en el COT y en el Art.73 CPR a la función judicial, la que estaría a cargo de los tribunales de justicia pertenecientes al Poder Judicial; si entendemos al Presidente de la República como jefe del Poder Ejecutivo (Art.24 CPR) y al Congreso como representante del Poder Legislativo, podríamos decir que lo que el Art. 73 quiso hacer fue establecer la independencia de los distintos poderes públicos, dejando a la jurisdicción en manos de Poder judicial exclusivamente
-
.

5. Análisis de la doctrina extranjera y nacional
A pesar de todo lo anteriormente señalado en definitiva se puede decir que, ni las definiciones de jurisdicción dadas por la doctrina, ni las normas constitucionales y legales relacionadas con esta materia, nos proporcionan información suficiente para determinar si los órganos de la Administración del Estado deben o no ser considerados órganos jurisdiccionales y consecuencialmente a esto si deben respetar la garantía del debido proceso en su actuación, es así como se hace necesario en este punto, revisar la doctrina tanto extranjera como nacional. 

5.1 Situación en el derecho comparado
En materia de derecho comparado Bandrés
 nos señala que en el derecho español en virtud del principio de exclusividad de la jurisdicción establecida en el Art. 117.3 de la Constitución Española, la facultad de juzgar o hacer ejecutar lo juzgado pertenece exclusivamente a los tribunales de justicia  del Poder Judicial, ningún otro poder del Estado, ni la Administración y sus funcionarios pueden ejercen funciones jurisdiccionales. La Administración tendrá en su caso la potestad de autotutela de sus actos pero no puede ejercen jurisdicción. 

En relación a la garantía del debido proceso, ella se encuentra consagrada en el Art. 24 de la Constitución Española de 1978 en los siguientes términos: 

“Artículo 24. 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los que jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia”.

El Tribunal Constitucional Español estimó, en una primera posición, no aplicables las garantías constitucionales establecidas en este Art. 24 a las actuaciones en funciones administrativas de los órganos judiciales. Sin embargo, la doctrina más consolidada de dicho tribunal señala: “...los principios esenciales reflejados en el Art. 24 de la Constitución en materia de procedimiento han de ser aplicables a la actividad sancionadora de la administración, en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto”. “...El procedimiento administrativo español debe respetar la garantía del debido proceso, en el caso que esta garantía no se respete se debe reconducir a la actividad correctora de la jurisdicción”.

En todo caso, si bien en la citada norma constitucional española, no se circunscribe la aplicación del debido proceso a los órganos que ejerzan jurisdicción, por esta razón no adquiere la misma importancia que en nuestro país el hecho de que los órganos administrativos ejerzan o no jurisdicción. 

 Para Badrés no se puede, en virtud del Art. 14 de dicha Constitución (principio de igualdad) ampliar el ámbito de aplicación del Art. 24 a todos los poderes públicos en general
.

Para Couture
 por su parte, en cuanto a la jurisdicción , ella radica normalmente en el Poder Judicial; pero esta circunstancia no excluye que puedan asignarse funciones jurisdiccionales a otros órganos
. Para este autor, en caso Argentino, la Administración debe respetar el debido proceso en su actuación, así en el caso de una ley que establezca un procedimiento que no respete los elementos básicos del debido proceso dicha ley sería inconstitucional, esta tesis de inconstitucionalidad procura que el medio utilizado para reprimir el mal, sea eficaz y justo; que sancione a los culpables sin riesgo de castigar a inocentes.

El fundamento al igual que en el caso español, sería que la disposición que establece el debido proceso el Art. 18 de la Constitución Argentina no reduce la aplicación de esta garantía exclusivamente a los órganos que ejerzan funciones jurisdiccionales. La norma citada señala que: “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija, hará responsable al juez que la autorice”.

5.2. Situación en el derecho nacional

Nuestra doctrina se ha dividido, básicamente, entre aquellos que entienden a los órganos administrativos como órganos que ejercen funciones jurisdiccionales, siendo esta la postura mayoritariamente aceptada en nuestro derecho
, y los que consideran que sus funcionen son simplemente administrativas
. 

5.2.1. Organos administrativos como órganos jurisdiccionales

Para el profesor Colombo
 en la medida que la Constitución le haya otorgado potestades jurisdiccionales a ciertas autoridades legislativas o administrativas, y en la medida que ella hagan uso de estas potestades, ellas deben ser consideras como tribunales de justicia y por lo tanto ejercen jurisdicción, en definitiva la jurisdicción para Colombo es privativa de los tribunales de justicia no importando si ellos forman parte o no del poder judicial.

 Enrique Evans de la Cuadra
 señala que “el administrador esta ejerciendo una función jurisdiccional cuando, por ejemplo, impone sanciones, priva de la administración de bienes a sus dueños, temporal o definitivamente, desconoce el derecho de asociación negando arbitrariamente la personalidad jurídica, etc., y el reclamo ante la justicia no es más que la continuación de ese proceso jurisdiccional ante un órgano de superior jerarquía. Sostener por tanto que lo jurisdiccional se inicia con la intervención del tribunal ordinario y negar que las autoridades políticas o administrativas son órganos que ejercen jurisdicción cuando afectan derechos de las personas, es un grave error que desconoce la letra, el espíritu y la historia del precepto que nos ocupa. Nuestra tesis es la de la esencia del Estado de Derecho que quiso robustecer la Constitución de 1980”

En la opinión de Verdugo, Pfeffer y Nogueira
, “la expresión órgano que ejerza jurisdicción se refiere a todo órgano que resuelva una controversia en el orden temporal,  tribunales ordinarios, administrativos, Contraloría General de la República, Impuestos Internos, arbitrales, etc.” 

Para el Profesor Cea Egaña
 por otra parte “Es un error, limitar la justicia protectiva exclusivamente a los tribunales, sean ordinarios, especiales o arbítrales”, “... la locución órgano que ejerza jurisdicción comprende desde luego a los tribunales ordinarios y especiales de toda índole y jerarquía, pero también a las autoridades política, gubernativas y administrativas, así como en su caso por autorización del Estado y con sujeción a los estatutos respectivos, a los representantes de las corporaciones, fundaciones y asociaciones privadas que gozan de personalidad jurídica, con facultad para conocer de acciones litigiosas, comprobar los hechos, subsumirlos en las normas vigentes, decidir la controversia y ordenar la ejecución del respectivo fallo. De manera que la disposición rebalsa el marco de Poder Judicial y cubre el área mucho más vasta  y sustantiva de lo jurisdiccional o definitorio del derecho aplicable a la solución de un litigio, es decir, a la representación que de una contienda se hace en un proceso”.           

5.2.2.Organos Administrativos como órganos con funciones simplemente administrativas

Para los profesores Ferrada y Bordalí
, la función jurisdiccional es la que ejercen los tribunales y jueces establecidos de conformidad a la Constitución y las leyes, ya sean del Poder Judicial como también otros tribunales especiales. La función jurisdiccional es sinónima de la función judicial, y no es procedente diferenciarla, las funciones que ejercen otros entes como los de la administración, fuera de un proceso, mediante actos administrativos específicos, no puede ser entendida por estos autores como una función jurisdiccional. 

Así, si bien la Constitución entrega al legislador la determinación de la organización y atribuciones que fueran necesarias para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República, la misma Constitución impone ciertos requisitos para que tales órganos creados por el legislador puedan ser considerados verdaderos tribunales. Este ente creado legislativamente debería ser permanente, independiente, imparciales, dictar el derecho irrevocablemente, la actividad jurisdiccional debería expresarse por medio de resoluciones judiciales debidamente motivadas. Si no se cumplen estos requisitos habría que concluir que estos órganos desarrollan funciones administrativas o legislativas y, por lo tanto, siempre controlables por la jurisdicción, en el ámbito que le es propio. La posibilidad de que un órganos administrativo tenga funciones de tutela de los derechos e intereses de los individuos, podría considerarse un camino previo a la jurisdicción pero no como jurisdicción misma. Por lo tanto, no bastaría con que el legislador cree un ente que denomine “tribunal” sino que constitucionalmente tiene que serlo, de acuerdo a la estructura orgánica y la función que desarrolla.

No cabe duda, que la postura que señala que los órganos administrativos deben respetar la garantía del debido proceso en su actuación, buscan proteger a los individuos frente a la Administración, sobre todo teniendo en cuenta la desproporcionada diferencia de poder existente entre esta y los administrados.

Pese a ello, es necesario recordar la inevitable situación de dependencia en que se encuentran muchas veces estos órganos debido a su estructura jerárquica, lo que les resta imparcialidad al momento de enfrentarse ante un conflicto, más aún si existen intereses de la Administración involucrados en el problema.

Queda claro, de esta forma, que si bien la doctrina mayoritaria esta por aceptar que los órganos administrativos ejercen funciones jurisdiccionales, la discusión aún no se encuentra zanjada, existiendo argumentos que podrían hacernos concluir lo contrario. 

CAPITULO II. ANALISIS JURISPRUDENCIAL

1.- Cuestiones preliminares


Hecho el marco doctrinal que se refiere al problema de si los órganos administrativos ejercen jurisdicción y por lo tanto deben respetar la garantía del debido proceso en su actuación, corresponde ahora analizar lo que ha sucedido en la jurisprudencia en esta materia.

El conjunto de garantías establecidas en el Art.19 de nuestra constitución no tendrían sentido, si además de su consagración nuestro ordenamiento jurídico no estableciera un mecanismo destinado a asegura el cumplimiento, o en su caso el restablecimiento de estas garantías, es así como el Art. 20 CPR incluye en el sistema jurídico el recurso de protección, cuyo objetivo será precisamente velar por el respeto de las garantías constitucionales. Cabe recordar que este recurso tendrá lugar según el Art.20 CPR por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales que provoquen privación, perturbación o amenaza en el legitimo ejercicio de las garantías contempladas en el Art. 19 y señaladas en el mismo Art. 20, y el órgano jurisdiccional llamado a conocer de estos asuntos será la corte de apelaciones respectiva.

Es por esto que al momento de investigar cual ha sido el tratamiento que han tenido en la práctica nuestros tribunales respecto del 19 Nº 3, debemos centrar el estudio exclusivamente al análisis de recursos de protección, emanados de las distintas cortes de apelaciones del país. Recursos de protección, que además y por la naturaleza de la investigación dirán relación sólo con casos en que se vean involucrados uno o más órganos de la administración del Estado, ya sea como recurrentes o recurridos, entre ellos o entre uno o más de ellos y uno o más particulares. Siendo la mayoría de los casos el administrado quien recurre de protección por un acto de la administración.

La siguiente etapa de la investigación se realizara a través del estudio de diversos criterios jurisprudenciales que tendrán por objeto internarnos en la materia, permitiendo analizar los aspectos más relevantes del problema, de manera tal de finalmente llegar a conclusiones generales respecto del problema estudiado.

2.- Criterios Jurisprudenciales

2.1.- La protección jurisdiccional de la garantía del debido proceso


Como ya se ha dicho, el estado debe proporcionar los mecanismos necesarios y efectivos para así asegurar el debido respeto de las garantías fundamentales de las personas, en nuestro sistema jurídico esta misión se encuentra en manos del recurso de protección; cuyo fin es restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado cuando por causa de actos u omisiones arbitrarias o ilegales éste sufra privación, perturbación o amenaza en el legitimo ejercicio de sus derechos y garantías constitucionales, así lo señala el Art. 20 CPR.

Sin embargo, este recurso no procede respecto de todas la garantías contenidas en el Art. 19 CPR, sino que el propio Art. 20 CPR señala los números e incisos que quedan protegidos por él.

Es así como, en la materia que nos interesa, podemos ver que el Art. 20 sólo se refiere al inciso cuarto del número 3 del Art. 19, esto es a la prohibición de ser juzgado por comisiones especiales, dejando fuera los demás incisos y con ello la posibilidad de recurrir de protección respecto de los otros derechos amparados en el 19 Nº 3, derechos que no dejan de tener importancia y cuya violación puede afectar gravemente la transparencia del proceso, produciendo consecuencialmente el lógico sentimiento de desamparo en los recurrentes, derechos tales como la igualdad ante el tribunal, derecho a la defensa, derecho a un racional y justo proceso y con ello todos los derechos que implica la expresión debido proceso acuñada por la doctrina y que a juicio de ésta se encuentran imbuidos de una u otra forma dentro de la garantía constitucional del 19 Nº 3.

 Si estudiamos los fallos de los tribunales de justicia podemos ver que la exclusión hecha por el Art. 20 CPR. de los demás incisos del Art. 19 Nº 3 resulta en la práctica muchas veces excesivamente restringida, ya que los individuos pueden encontrarse ante situaciones que priven, perturben o amenacen alguno del conjunto de derechos antes mencionados. De esta manera, no resulta extraño que comúnmente los recurrentes opten por tratar de evadir la mencionada restricción a través de distintas formas, entre las más utilizadas estarían, 

Invocando como garantía conculcada el 19 Nº 3 en general, sin especificar inciso de manera tal de poder incluir los otros derechos que el recurrente considera violentados;

Refiriéndose indistintamente tanto a la prohibición de ser juzgado por comisiones especiales (inc. 4º) como a los demás derechos que se creen amparados por la señalada norma constitucional; 

En otras ocasiones refiriéndose específicamente el 19 Nº 3 inc. 4º pero incluyendo en este inciso otros derechos que en estricto rigor no se encuentran amparados por él;

Y aunque con menor frecuencia recurriendo temerariamente en forma directa por el 19Nº 3 cualquiera de sus incisos, sin importar que no todos ellos se encuentren en el citado Art. 20 CPR. 

De la jurisprudencia analizada se deduce que no existe una tendencia clara que resuelva acerca de si los recursos planteados en relación a otros incisos que no sean el 4º de la norma en comento, deberían o no ser aceptados. En esta materia nuestros tribunales han sido mas bien erráticos resolviendo de maneras diversas. 

Una parte de los fallos analizados, siguiendo rigurosamente lo establecido en nuestra constitución, han optado por rechazar en esta parte, todos aquellos recursos que no se refirieran exclusivamente el 19 Nº 3 inc.4º y en lo que a este inciso específicamente se refiere, esto es, a que “nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la ley  y que se halle establecido con anterioridad por esta”, señalando en forma expresa que solamente este inciso se encuentra amparado, según nuestra carta fundamental,  por el recurso de protección, no procediendo invocar otros de los incisos de este numeral
.

 
Sin embargo llama la atención, que existan fallos en que las Cortes han acogido recursos planteados en virtud de otros incisos del 19 Nº 3
, normalmente en relación al inciso 5º de este numeral y más aún señalando como garantía constitucional afectada no sólo el derecho a un racional y justo procedimiento sino hablando derechamente de debido proceso, con todos los derechos que él implica, fallos que incluso una vez apelados han sido confirmados por la Corte Suprema, actuando así tanto Cortes de Apelaciones como Corte Suprema en directa contravención con lo establecido en el Art. 20 de nuestra Constitución. Pareciera ser de esta manera, que la afectación a los derechos en el proceso han sido de tal magnitud y han sobrepasado por tanto a la sola garantía de la prohibición de comisiones especiales que nuestros tribunales se han visto en la necesidad de actuar de esta manera, se puede sostener de esta manera, que lo que han hecho en estos casos nuestro tribunales es resolver los conflictos sin considerar lo expresado por nuestra Carta Fundamental, o más aún han fallado directamente en contra de lo que ella establece.

2.2.- Criterios acerca del debido proceso

Teniendo presente lo anteriormente dicho acerca del recurso de protección y la restricción al 19 Nº 3 inc. 4º exclusivamente, se puede decir que a pesar de ello nuestros tribunales, al conocer de estos asuntos, han desarrollado el tema muchas veces más allá de la sola prohibición a ser juzgado por comisiones especiales, lo que reafirma el hecho de que es evidente la necesidad de profundizar en lo que a dicha garantía constitucional se refiere. Es así, como la jurisprudencia en análisis ha reconocido un conjunto de derechos como elementos constitutivos de un derecho más amplio, cual sería el derecho al debido proceso.

Si bien es cierto que a falta de una norma que señale con mayor claridad cuales serían estos derechos, la jurisprudencia así como la doctrina ha intentado extraer ciertos elementos de manera tal de construir el conjunto de garantías que la citada norma pretendería amparar, es por esto que a pesar de que de la simple lectura de los fallos de nuestros tribunales se podría concluir que el tratamiento de este tema ha sido más bien errático, si analizamos con mayor detención la jurisprudencia podemos ver que, de manera muy general, estos elementos se podrían unir en ciertos grupos que pasarían a formar parte del universo que implica la expresión debido proceso. Se puede decir que entre estos grupos encontraríamos los siguientes:

Derecho de todas las personas a ser juzgadas en un procedimiento establecido en la ley y ajustado a derecho
: 

Se desprende de varias sentencias relacionadas con el tema, que uno de los elementos que conformarían el debido proceso sería el derecho de todas las personas a ser juzgadas en un procedimiento establecido en la ley para el caso concreto, el ejemplo más claro de esto así como también el más reiterado en la jurisprudencia, sería el caso de aquellos funcionarios para los cuales la ley establece ciertos procedimientos especiales para la remoción del cargo, por ejemplo el sumario administrativo para el caso de los funcionarios públicos. Nuestros tribunales han señalado que si la autoridad administrativa despide a un funcionario público sin instruir el correspondiente sumario administrativo, no sólo estaría actuando manifiestamente contra el mandato legal que ordena instruir este procedimiento, sino que además estaría afectando directamente el derecho de este funcionario a que se le respete el debido proceso, derecho que en este sentido tendría como principal elemento el seguimiento del procedimiento establecido en la ley, con lo que no sólo la ausencia de proceso significaría atentar contra la citada garantía, sino que también la aplicación de cualquier procedimiento distinto de, en este caso, el sumario administrativo.

Por otro lado el procedimiento se tiene que ajustar a derecho, respetando la forma de sustanciación o tramitación que la ley determine, debiendo cumplir con todos los requisitos y etapas que ella establezca, de esta forma, en el caso del ejemplo anterior no bastaría con señalar que se esta “instruyendo un sumario administrativo”  si no que este sumario deberá respetar la forma de tramitación establecida por la ley, en este caso, según el Estatuto Administrativo (E.A.) el sumario tendrá que cumplir con las siguientes etapas
:

Instalación de la Fiscaliza, el sumario debe estar a cargo de un juez instructor, el fiscal. Además debe haber un secretario que ayude en su misión al fiscal.

Etapa de Investigación, Art. 129 inc. 1º E. A.

Etapa Acusatoria, Art. 131 y 132 E. A.

Etapa Informativa, Art. 133 E. A.

Etapa Resolutiva, Arts. 116 a 119 E. A.

El elemento antes señalado esta vinculado con el Art. 19 Nº 3 inc.1º CPR, ya que se relaciona estrechamente con la igualdad ante los tribunales de justicia, en el sentido del derecho que tienen todas las personas de ser tratadas como lo fueron otras personas en un procedimiento similar. Dice relación además con el 19 Nº 3 inc. 5º CPR, en cuanto a la legalidad del juzgamiento, elemento que según la doctrina se encuentra  incluido dentro del conjunto de derechos amparados por el debido proceso.

Principio de la Bilateralidad y Derecho a la Defensa
.

A lo que se refiere la jurisprudencia al hablar de bilateralidad es a la existencia de a lo menos dos partes con intereses divergentes en el proceso de dictación de un acto, y a la capacidad de actuar que cada una de ellas deberían tener en este proceso. Por lo tanto, este principio involucra el derecho del administrado de ser oído y con él el derecho a defenderse; defensa que asegura a su vez otros derechos como a comparecer ante la autoridad, a utilizar los distintos medios de prueba, etc. Se puede decir que esto se encuentra consagrado en el Art. 19 Nº 3 inc.2º y 5º de nuestra Constitución.

Este principio se ve afectado a juicio de nuestros tribunales por la frecuente actuación unilateral por parte de la administración, quien toma y ejecuta decisiones normalmente sin escuchar al particular, si darle la oportunidad en juicio de defenderse y de poder probar en un procedimiento la falsedad o veracidad de las imputaciones que se le hacen, actitud que pone evidentemente en una situación de menoscabo al administrado
.
Derecho a no ser juzgado por comisiones especiales
.

Otro elemento del debido proceso según la jurisprudencia sería el derecho a no ser juzgado por comisiones especiales, esto se vincula con el derecho al juez natural, es decir, el derecho que tienen todas las personas a ser juzgada por un juez imparcial, independiente y permanente.

Este elemento por su naturaleza e importancia en relación a la investigación será analizado en todos sus aspectos en el siguiente punto.

2.3.- Comisiones especiales en la jurisprudencia


Como ya sabemos, el inciso 4º del Art.19 Nº 3 de nuestra constitución prohíbe las comisiones especiales, en esta materia ha sido la doctrina quien ha dado contenido a la expresión “comisión especial” utilizada por nuestra carta fundamental, relacionándola como ya vimos en su momento con la idea de un tribunal independiente, permanente e imparcial al que tiene derecho toda persona y que tiene que estar establecido con anterioridad por la ley.


Existe en materia administrativa sin embargo, un sin número de órganos a los cuales la ley ha dotado de determinadas facultades, es el caso por ejemplo de las facultades fiscalizadoras y sancionadoras que tienen ciertos entes
. 

Estas facultades tienen normalmente un límite bastante difuso ya que a través de ellas la Administración puede tomar decisiones o ejecutar ciertos actos que bien podrían confundirse con las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia. Esto ha dado lugar a que muchas veces la jurisprudencia relacione el término comisión especial, no con la idea de un tribunal establecido al margen de la ley, parcial y dependiente, sino más bien con órganos administrativos que a juicio de los tribunales  “excediéndose de sus facultades” se han erigido en comisiones especiales, es el caso de la mayoría de la jurisprudencia analizada. Es decir, el simple ejercicio por parte de la Administración de las facultades que la propia ley le ha otorgado, ha sido considerado como un exceso, una invasión a la esfera de las facultades de los órganos jurisdiccionales y de esta  manera una forma de constituirse en comisión especial, atentando contra la citada norma constitucional.  Esto queda claramente demostrado en el más que repetido caso de los inspectores del trabajo
, que en palabras de nuestras propias cortes quienes casi textualmente en todos los fallos han señalado que:

 “10º (...) debe expresarse que el Art. 476 del código del trabajo, refiriéndose a la competencia de los tribunales del ramo, señala que a estos les corresponde el conocimiento y la fiscalización del cumplimiento de la legislación laboral y su interpretación; agregando en su Art. 420 que: “ será de competencia de los juzgados de letras del trabajo, letra a) las cuestiones suscitadas entre la empresa y los trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos de trabajo o de las convenciones y fallos arbítrales en materia laboral.”

“11º que atendidas las disposiciones legales mencionadas, cabe concluir que la interpretación y aplicación de la situación analizada en el considerando 10º, corresponde a los tribunales de justicia y no al señor fiscalizador, ni a la inspección provincial del trabajo, por lo que consecuencialmente se ha producido una invasión de la esfera de competencia de los tribunales especiales del trabajo, los que constituyen el juez natural llamado a conocer, juzgar y decidir en materia como la de autos.”

“12 que de este modo ha resultado infringida o vulnerada la garantía constitucional establecida en el numerando 3º inc.4º de la carta fundamental que prevé que: “ Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la Ley y que se halle establecido con anterioridad por esta.”
 

Por otro lado más allá de cómo y quienes ha sido considerados por nuestros tribunales como comisiones especiales, tiene relevancia analizar la relación que podría existir, según la jurisprudencia, entre el concepto de debido proceso y el de comisión especial.


Si bien la mayoría de los fallos siguiendo el mandato del Art. 20 CPR se limita a determinar si se esta o no frente a una comisión especial, analizando la idea de juez natural independientemente de otros elementos, existen sentencias dentro de las estudiadas, que hacen una conexión entre la prohibición de las comisiones especiales con el concepto debido proceso, otros expresamente la consideran un elemento más de los que ampara la garantía en comento
.

Resulta interesante en este sentido la opinión de un voto disidente que señala que:


1.- Que la igual protección de la Ley en el ejercicio de sus derechos y las demás garantías  relativas al debido proceso que consagra el articulo 19, Nº 3º, de la Carta fundamental, es una de las más importantes que ésta reconoce a todas las personas, ya que se traduce en el resguardo y defensa de uno de los principios más relevantes que caracterizan la vigencia de un Estado basado en el principio de legalidad, en cuanto los órganos de éste debe encuadrar su acción en la ley y las personas sometidas a él, están dotadas de todos los medios tendientes a evitar que quienes forman esos órganos, atropellen sus derechos o actúen fuera de la legalidad.


2.- Que la historia fidedigna del establecimiento de la aludida garantía constitucional, en relación con el recurso de protección que la tutela, manifestada en las actas de la Comisión Redactora en la actual Constitución Política del Estado(sic), se desprende que quienes la redactaron tuvieron el propósito de consagrar esta garantía en forma amplia y protegerla de  manera eficaz y expedita, no obstante lo cual al redactarse en forma definitiva el artículo 20 de dicha Carta, aparentemente, se limitó la protección al inc. 4º del número 3º, del artículo 19, esto es, a que “ nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el Tribunal que le señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por esta”; y


3.- Que, sin embargo de la redacción al parecer limitativa de la norma antedicha, en concepto del disidente, ella es perfectamente aplicable en la especie, puesto que por comisión especial no sólo debe entenderse la especialmente designada al efecto y al margen de la Ley, sino que incluso, un órgano jurisdiccional regularmente establecido o contemplado en la ley, pero que funciona al margen de ella y que, consecuencialmente, no juzga en el buen sentido de esta palabra por carecer de los atributos de imparcialidad, de apego a la ley o respeto al estado de derecho, en términos que no resuelve por sí mismo, sino que como lo expresa el informe de autos, “obedeciendo a las instrucciones que le impartiera la Contraloría de la Cuarta Región” por todo lo cual no se advierte entre ese Fiscal administrativo que así procede y una Comisión Especial, ninguna diferencia substantiva, por lo que de no otorgarse la protección impetrada, se convierte la garantía constitucional del debido proceso en una mera declaración programática que ni siquiera permitiría a quien ofrece prueba testimonial, en un proceso administrativo con sumario cerrado, asistir e intervenir en las audiencias respectivas, lo que constituye la negación misma de un proceso como el garantizado en la Carta Fundamental
.


Esto no obsta sin embargo, que el tratamiento mayoritario que la jurisprudencia ha dado a este tema se refiera exclusivamente a lo señalado en el Art. 19 Nº 3 inc. 4º CPR y en la relación de él con el Art. 20 CPR, esto es tratando únicamente la prohibición de las comisiones especiales, sin asociarlo a la garantía del debido proceso.

2.4.- Acercamiento al concepto de jurisdicción


En cuanto a lo que un concepto de jurisdicción se refiere, podemos decir que nuestros tribunales no han creado, ni han intentado crear en la jurisprudencia analizada un concepto propio de jurisdicción así como lo ha hecho la doctrina. Lo más cercano a ello, es la utilización de la primera parte del inciso 1º  del Art. 73 CPR de nuestra Constitución
 que señala:


“ La facultas de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y hacer ejecutar los juzgas, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley.”

Es así como si estudiamos el universo total de las sentencias de esta investigación, podemos constatar que nuestros tribunales de manera muy general asocian el vocablo de jurisdicción, tal como el Art. 73 lo señala, con ciertos órganos a los cuales la propia Constitución, o en su caso la ley, les ha otorgado las facultades de conocer de ciertos asuntos y juzgarlos, esto es la competencia para resolver los conflictos de intereses que se susciten entre dos o más personas en determinadas materias mediante resoluciones que tengan el efecto de producir cosa juzgada, y además la posibilidad de que eventualmente dichas resoluciones sean factibles de ejecución.

2.5.- Exclusividad del Poder Judicial en materia de Jurisdicción




Como se señaló en su momento a propósito de las comisiones especiales, nuestros tribunales han señalado en la mayoría de los fallos estudiados que los órganos que excediéndose en sus facultades pretendan intervenir ejerciendo funciones jurisdiccionales se erigen por este sólo hecho en una comisión especial, y por lo tanto se abre la posibilidad de recurrir de protección en virtud del Art. 19 Nº 3 inc. 4º de nuestra Carta Fundamental. Esto es así por que a juicio de los tribunales, las funciones jurisdiccionales no pueden quedar radicadas en otros órganos sino en aquellos que por disposición de la Constitución o las leyes ejerzan jurisdicción, es así como en el ya mencionado caso de los fiscalizadores e inspectores del trabajo la jurisdicción debería ser ejercida exclusivamente por los tribunales del trabajo.


De esto último se puede deducir que si bien en los fallos estudiados no se establece claramente que la función jurisdiccional pertenezca exclusivamente en los tribunales ordinarios o especiales que integran el Poder Judicial, nuestras cortes no han aceptado la idea de que otros órganos puedan ejercer esta función; de hacerlo, como en la práctica sucede, el ejercicio de estas funciones es a juicio de ellas indebido. En estas circunstancia, nuestros tribunales han fallado que es indebido el ejercicio de la función jurisdiccional no sólo cuando los inspectores y fiscalizadores del trabajo interpretan las disposiciones de un contrato o aplican una sanción por el incumplimiento de una norma laboral, sino que también en el caso de los alcaldes cuando ejercitan ciertas funciones, o los tribunales de aduanas o en general cualquier otro órgano de la Administración del Estado independientemente de las facultades que le asistan. En definitiva, si analizamos la forma y los fundamento de las resoluciones de nuestros tribunales podemos llegar a la conclusión de que ellos niegan absolutamente el debido ejercicio de la jurisdicción por parte de los órganos administrativos y a contrario sensu esta función quedaría radicada exclusivamente en  los tribunales de Poder Judicial, por tanto sólo ellos tendrían la facultad de conocer ciertos conflictos, resolverlos y hacer cumplir lo resuelto.

2.6.- Organos administrativos en relación a la Jurisdicción



No obstante lo anteriormente dicho, podemos encontrar una excepción en esta materia en relación al Tribunal Tributario.  La opinión predominante frente  a este tipo de órganos es aquella que opta por reconocerle al juez tributario la legitimidad del ejercicio de las funciones jurisdiccionales; sin embargo, el escaso número de fallos encontrados en relación a esta materia no permiten dar una tendencia clara sobre este punto. Tal parece ser que al igual que ocurre en la doctrina, en la jurisprudencia tampoco se encuentra zanjada la discusión acerca de las facultades jurisdiccionales de los tribunales tributarios.


 A pesar de esto y como ya se señaló en el punto anterior, la jurisprudencia mayoritaria estima que no es legítimo el ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte de los órganos administrativos, ni aún en el caso de cierto entes que al igual que el tribunal tributario puedan ser considerados tribunales de carácter administrativo, es el caso del tribunal aduanero a quien, a pesar de la escasa jurisprudencia, en ninguno de los fallos analizados se le reconoce las facultades jurisdiccionales ya señaladas. En este sentido, no queda claro en la jurisprudencia cual es el criterio diferenciador entre los tribunales tributarios y los otros órganos considerados tribunales administrativos a la hora de reconocerles a unos y no a otros el legítimo ejercicio de la jurisdicción.

 2.7.- Resoluciones administrativas impugnadas


 Como ya sabemos  el inc.5º del Art. 19 Nº 3 se refiere a las sentencias de órganos que ejerzan jurisdicción, en esta materia la doctrina mayoritaria ha señalado que con la expresión sentencia lo que el inc.5º hace es referirse a resoluciones.

 
 Ahora bien, en materia administrativa las resoluciones pueden haber sido dictadas en un acto administrativo, en un recurso administrativo como el jerárquico o el de reposición, en un procedimiento administrativo disciplinario como la investigación sumaria y el sumario administrativo, o  bien por alguno de los denominados “tribunales administrativos”. 

Aun cuando es cierto  que el inciso utilizado mayoritariamente a la hora de recurrir de protección en virtud del Art. 19 Nº 3 es efectivamente, como el Art. 20 CPR lo establece, el Nº 4º y él no distingue ni en los órganos ni en las resoluciones sobre las cuales recaerá, parece interesante analizar las distintas resoluciones sobre las cuales se ha recurrido en los fallos en estudio y determinar las posible diferencias en el trato de unas u otras.

Resoluciones emanadas de un acto administrativo.


 Hay que tener presente que en los fallos comentados lo que ha hecho el administrado, supuestamente agraviado, es recurrir contra una resolución emanada de un ente administrativo. Por lo tanto lo primero que tendríamos que decir es que la totalidad de los recursos estudiados recaen sobre actos de la autoridad administrativa, lo que varía es más bien la forma a través de la cual se llega a la dictación de dichos actos.


En cuanto a lo que el acto administrativo se refiere la jurisprudencia a considerado, en su mayoría, que a través de él la administración a ejercido indebidamente la función jurisdiccional.

 Por otro lado no se ha planteado discusión alguna acerca de la procedencia del recurso de protección en resguardo del 19 Nº 3 inc. 4º respecto de este tipo de actos, lo que resulta lógico pues lo que busca el recurso de protección es amparar el respeto de las garantías constitucionales sin importar a través de que tipo de resoluciones ella resulte agraviada. Sin embargo, por la naturaleza del acto administrativo lo que se ha señalado, sobre todo  por la parte recurrida es decir la Administración
, es que existiendo recursos administrativos que resuelvan el conflicto, se debería preferir aquellos antes que el recurso de protección. Pero esto no pasaría de ser más que una sugerencia pues como sabemos el recurso de protección deja a salvo la posibilidad de recurrir posteriormente por la vía administrativa y viceversa
.

Resoluciones emanadas de recursos administrativos.


Existen ciertos recursos administrativos de los cuales podrían emanar resoluciones que eventualmente podrían ser posteriormente recurridas de protección, tal es el caso del recurso de reposición y el jerárquico entre otros, sin embargo dentro de la jurisprudencia en estudio no se encontraron casos en que las resoluciones recurridas provinieran de alguno de esta clase de recursos.

Resoluciones emanadas de procedimientos administrativos disciplinarios
.


Esto se refiere a aquellas resoluciones provenientes de procedimientos tales como la investigación sumaria y el sumario administrativo. Estos procedimientos han sido considerados unánimemente por nuestros tribunales como el medio idóneo para la aplicación de ciertas sanciones, siempre y cuando sean llevados en la forma para ellos establecida en la ley
. Es así como en el caso de la aplicación de sanciones que digan relación con la de remoción del cargo no es suficiente con la sola investigación sumaria sino que se debe instruir el correspondiente sumario administrativo. La legal tramitación de estos procedimientos según la jurisprudencia, no afectarían en modo alguno las garantías constitucionales contenidas en la garantía del debido proceso, menos aún el juez instructor podría constituir una comisión especial ya que aplicado a los funcionarios correspondientes y en los casos que la ley establece, estos procedimientos no infringiría  en modo alguno la garantía estudia.

Resoluciones emanadas de “tribunales administrativos”
.


La doctrina ha denominado tribunales administrativos a ciertos órganos de la administración a los cuales la ley ha entregado facultades tales como las de interpretar, fiscalizar y aplicar determinadas normas, además de la facultad de imponer en ciertas circunstancias determinadas sanciones, estos serían el caso del director regional del servicio de impuestos internos, el denominado tribunal de aduanas, el tribunal de cuentas entre otros.


 En la jurisprudencia recopilada sólo se encuentran fallos en los cuales se recurre en contra el servicio de impuestos internos y en menor número contra resoluciones del tribunal aduanero, reconociéndole al primero de ellos el legítimo ejercicio de la función jurisdiccional, no así en el caso del segundo. De esta manera, la jurisprudencia admite que a través de las resoluciones de estos “tribunales” se pueda ejercer jurisdicción, independientemente de que ella sea debida o no.

 Por otro lado, no existe discusión alguna acerca de la procedencia del recurso de protección en virtud del Art. 19 Nº 3 frente a las resoluciones de estos órganos.

3.- Comentario Final


Como hemos podido dilucidar durante el curso de este trabajo, frente a la pregunta acerca de si los órganos de la administración ejercen jurisdicción y por lo tanto deben respetar el debido proceso en su actuación, se debe responder que la mayoría de la jurisprudencia analizada a lo largo de la investigación, ha concordado en que este tipo de órganos no podrían ejercer legítimamente funciones jurisdiccionales ya que ellas se encuentran radicadas exclusivamente en los tribunales que integran el Poder Judicial. Esto se desprende no sólo de los numerosos fallos en los que se señala que los órganos administrativos al actuar de determinada forma se arrogan facultades jurisdiccionales que no poseen, sino que también en aquellas sentencias en que expresamente se señala que las funciones que estos entes ejercen son simplemente administrativas
. A juicio de nuestra jurisprudencia lo que sucede es que en la práctica los órganos administrativos ejercen funciones jurisdiccionales (sea al hacer efectiva una decisión, sea al aplicar una sanción, etc.), pero lo hacen indebidamente pues ellos no están facultados para ejercitar estas funciones. De esta forma se puede concluir que la norma constitucional de 19 Nº 3 no obliga a los órganos de la Administración del Estado a someter su actuación al debido proceso
. 

Se puede sostener, de los datos obtenidos en la investigación, que la garantía normalmente utilizada al momento de recurrir ante una actuación de la Administración es la del inciso 4º del número 3 del Art. 19 a través de la prohibición a las comisiones especiales, la aplicación de este inciso si bien es más restringida que la del inciso 5º igualmente afecta la actuación administrativa ya que cualquier decisión que pueda ser adoptada por la autoridad podría ser considerado como el ejercicio  ilegitimo de la función jurisdiccional y por tanto la constitución de una comisión especial. Es así como la pregunta que debería hacerse ya no es si los órganos administrativos ejerce o no jurisdicción, sino ¿qué tan cierto es que el órganos administrativo al tomar una decisión cualquiera, intenta con ello invadir la esfera de atribuciones que le fueron concedidas pretendiendo trasformarse en un tribunal? tal lo han entendido nuestros tribunales y de ahí la reiterada aplicación de la garantía del inc 4º del 19 Nº 3, en este contexto dada la falta de determinación del concepto comisión especial sumado a lo difuso de los límites de las facultades otorgadas a la actividad administrativa cualquier actuación de ella podría ser, y en la práctica es, impugnada mediante la aplicación de la citada norma constitucional. Sin embargo, parece ser que resulta al menos exagerado pretender que cada actuación de la administración sea una intromisión de ella en la función jurisdiccional, y si así fuera que sentido tendría que la ley le otorgara a la autoridad determinadas funciones si en el ejercicio legitimo de ellas se afectaría una garantía constitucional como es la prohibición de las comisiones especiales. Se podría llegar así a la conclusión de que el otorgamiento mismo de estas facultades  sería inconstitucional.
CAPITULO III. CONCLUSIONES

Aún cuando la garantía del debido proceso no se encuentra claramente establecida en esos términos en nuestro ordenamiento jurídico, ha doctrina la ha vinculado a la norma del Art. 19 Nº 3 de nuestra Constitución.

No existe unanimidad en la doctrina respecto de si los órganos de la Administración del Estado ejercen o no jurisdicción, y si por lo tanto deben sujetar su actuación a la garantía del debido proceso.

La jurisprudencia, no obstante el claro tenor del Art. 20 CPR, no ha sido clara al momento de determinar si el recurso de protección procede respecto de otros derechos establecidos en el Art. 19 Nº 3 y que no sean la prohibición de las comisiones especiales. Pese a lo anterior, la mayoría de los fallos estudiados se refieren a esta garantía.

Gran parte de la jurisprudencia ha negado la posibilidad de que órganos administrativos ejerzan jurisdicción, considerando el ejercicio de ella  por parte de estos órganos como indebido. De esto se puede concluir que esta función se radica exclusivamente en los tribunales que integran el Poder Judicial.

La mayoría de las sentencias estudiadas ha considerado que los órganos administrativos suelen actuar de tal forma que excediéndose en el ámbito de sus atribuciones invaden la esfera de competencias de los órganos jurisdiccionales, ejerciendo de esta manera indebidamente jurisdicción.

El ejercicio indebido de la función jurisdiccional por parte de estos órganos los ha llevado a erigirse en comisiones especiales, violando la garantía del inc. 4º del Art. 19 Nº 3 de nuestra Constitución.

La jurisprudencia ha considerado que sin importar la forma en que se haya llegado a la dictación de la resolución administrativa, a través de ella se puede ejercer jurisdicción, independientemente de que dicho ejercicio sea legítimo o no.
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ANEXOS

Universo total de fallos analizados : 158
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� Podría decirse además que si en virtud del Art.73 CPR el Presidente de la República no puede ejercer funciones judiciales y es a él, según el Art. 24 CPR, quien corresponde la Administración del Estado, entonces menos aún podrían ejercer estas funciones (entendidas como sinónimas de jurisdiccionales) los órganos pertenecientes a la Administración del Estado.


� Así lo señala al menos en principio el profesor Eduardo Aldunate, aun cuando posteriormente admite ciertas excepciones de órganos que no pertenecen al Poder Judicial, siempre y cuando estén establecidos en la Constitución. ( “La independencia  judicial, aproximación teórica, consagración constitucional y critica”. Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso. Nº 16. 1995.)


� Bandrés S, Juan Manuel.  Derecho Fundamental al Proceso Debido y el Tribunal Constitucional. Editorial Aranzadi. Pamplona, 1992. (pp. 93 – 232)


� Esto a propósito de las comisiones parlamentarias, en un fallo del Tribunal Constitucional Español citado por Bandrés. Ob.Cit. (p. 154)


� Cfr. Couture, Eduardo. Estudios de Derecho Procesal Civil. Tomo I. 3ª Edición. Editorial Depalma. Buenos Aires, 1989. (p. 194)


� Cfr. Couture, Eduardo. Fundamento del Derecho Procesal Civil. 3ª Ed. Editorial Depalma, Buenos Aires, 1993. (p. 41) citado a su vez a Rocco, (Función Jurisdiccional de la Autoridad Administrativa en Materia de Trabajo. La Plata, 1952.)


� Hay que tener presente a este respecto, que según las actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución (Sesión 103 p. 14, www.bcn.cl), se dejó constancia que se entendían incluidos dentro de esta expresión tanto a los tribunales del Poder Judicial, como a otro órganos que ejercieran funciones jurisdiccionales y que sean ajenos a este Poder; sin embargo, dada la importancia de esta materia, según la doctrina ella merece ser estudiada desde una perspectiva más amplia, y no basarnos sólo en el elemento histórico al momento de interpretar la norma en estudio, de ahí la división que exista entre nuestro autores respecto de este tema.


� Esto sin perjuicio de que pueda existir una tercera postura que establezca que los órganos a los que la ley les da la calidad de tribunales, ejercen funciones jurisdiccionales a pesar de que puedan estar fuera del poder judicial, este sería el caso del profesor José Quezada Meléndez (Derecho Procesal Civil Chileno. La Jurisdicción. Ed. Ediar. Santiago, 1984) para quien, si bien la Administración “tiene facultades de prever sus decisiones y resoluciones por medio de la reposición y de la reclamación ante el superior jerárquico. Esto no constituye jurisdicción porque si bien puede existir la contienda, el conflicto,  falta el Organo Jurisdicente, el tribunal, el que debe cumplir ciertas condiciones de independencia, responsabilidad, imparcialidad para ser considerado como tal. Los órganos de la Administración, son totalmente dependientes; no hay ninguna garantía de la imparcialidad y de independencia en el conocimiento de conflictos administrativos por parte de los servicios mismos.”


A pesar de todo esto, Quezada señala que existen tribunales administrativos especialmente reconocidos por la ley, como serían la Contraloría General de la República, el Director de Impuestos Internos, Tribunal de Aduanas, etc. Estos tribunales, en tanto sean reconocidos como tales por la ley, ejercen jurisdicción; por lo tanto, ellos deberían sujetar su actuación a lo dispuesto por el Art. 19 Nº 3 inc. 5º de nuestra Carta Fundamental.


� Ob. Cit.


� Evans de la Cuadra, Enrique. Ob.Cit. 


� Verdugo, Mario. Pfeffer, Emilio. Nogueira, Humberto. Ob. Cit.


� Cea E, José Luis. “ Marco Constitucional del Proceso”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Vol 9. Nº1. 1982 (pp. 69 – 83)


� Ob. Cit.


�Cfr. SCA. de Iquique “Pitakas M, Nicolás con Juez Administrador del Tribunal Aduanero de Iquique” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº1. 2002. (pp. 46-51); SCA. de  Rancagua “Uribe A, Francisco con Director Regional del Servicio de Impuestos Internos” (Confirmada). Revista Gobierno Regional y Municipal. Nº 5, 1993 (pp. 104-107); SCA. de Concepción “Gutiérrez C, Osvaldo con Alcalde de Concepción” (Confirmada). Revista Gobierno Regional y Municipal. Nº 40, 1996. (pp. 188-190), entre otros.


�Cfr. SCA. de Coyhaique “Herrera D, José con Contralor Regional de Aysén” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 1. 1998 (pp.69-72);  SCA. de Arica “Sindicato de Empleados Nº1 Sala de Juegos Casino Municipal de Arica con Alcalde Municipalidad de Arica” (Confirmada). Gaceta Jurídica. Nº 251. 2001. (pp. 32-44); SCA. de Santiago “Espinoza B, Jorge con Instituto de Normalización Previsional” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1994 (pp.205-208).








� Cfr. SCA. de Santiago “Espinoza B, Jorge con Instituto de Normalización Previsional.” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1994 (pp.205-208); SCA. de Santiago “Godoy H, Hilda con Instituto de Normalización Previsional”. Gaceta Jurídica. Nº 185. 1995 (pp. 80-82); SCS. “Laboratorios Lafi S.A. con Director del Instituto de Salud Pública de Chile”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 1. 1995 (pp. 38-41), entre otros.


� Pantoja, Rolando.  Estatuto Administrativo Interpretado. Editorial jurídica de Chile. 3º Edición. Santiago, 1990.


� Cfr. SCA. de Valparaíso “Chavez P. Pedro con Director Regional Instituto de Normalización Previsional Valparaíso” (Confirmada). Revista Fallos del Mes. Nº 437. 1995. (pp. 262-264); SCS. “Abratec S.A. con Dirección del Trabajo”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1991. (pp. 281-307); SCA. Valparaíso “Boggiano Z, Andrés con Instituto de Normalización Previsional” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 1. 1995. (pp. 38-41), entre otros.


� Situación que hoy se ve mejorada gracias a la dictación de la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos, que resguarda los derechos de los particulares en la dictación de los actos administrativos.


� Cfr. SCA. de Santiago “Invertec Agrícola Rengo Ltda. con  Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego” (Confirmada). Revista Fallos del Mes. Nº 378.1990. (pp. 199-208); SCA. de Santiago “Asociación Gremial de Transporte de Pasajeros El Golf Matucana con Ministro de Transporte y Telecomunicaciones” (Confirmada). Revista Gobierno Regional y Municipal. Nº 11. 1994. (PP. 55-58); SCA.  de Temuco “Burgos B, Adelina con Alcalde de Temuco” (Confirmada). Revista Fallos del Mes. Nº 485. 1999. (pp. 374-380), por citar algunos.


� Cfr. SCA. de Valdivia “Ovalle F, Hercilda con Alcalde Municipalidad de Osorno” (Confirmada). Gaceta Jurídica. Nº 167. 1994. (pp. 45-50); SCA. de Santiago “Yánez  H, Lina con Instituto de Normalización Previsional” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 2. 1995. (pp. 119-123); SCA. de Coyhaique “Laporte M, Jean M. Con Contralor Regional Aysén” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 1. 2000. (pp. 73-82), entre otros.


�Cfr. SCA. de Concepción “Empresa Nacional de Carbón S.A. con Director Regional del Trabajo” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 2. 1996. (pp. 217-222); SCA. de Santiago “Textil Industria Textisa S.A. con Inspector Comunal del Trabajo de Santiago Norte” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 2. 1995. (pp. 128-133); SCS. “Complejo Manufacturero de Equipos Telefónicos S.A.C.I. con Director Regional del Trabajo del Bío Bío y otra”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1997.(pp. 229-233),  por citar algunos.  


�  SCA. de Punta Arenas “Pesca Suribérica S.A. con Inspector del Trabajo de Punta Arenas”. Gaceta Jurídica. Nº 219. 1998. (pp. 199-208);


� Idem nota Nº5


� SCS. “Gómez P. Flavio con Ingeniero del Instituto de Desarrollo Agropecuario”. Revista Fallos del Mes. Nº 383. 1990. (pp. 612-617);


� Constitución Política de la República. Editorial Jurídica Conosur. 2001.


� Cfr. SCS. “Independent Fisheries Chile S.A. con Fiscalizador de la Inspección de Trabajo de Coronel”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1991. (pp. 257-263); SCS. “Inversiones Forestales CCA S.A. con Director Regional de Aduana Talcahuano”. Revista Fallos del Mes. Nº 470. 1997. (pp. 2496-2504); SCA. de Santiago “Sociedad Alicol con Inspector Comunal del Trabajo de Santiago Sur” (Confirmada).  Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 1. 1997. (pp. 58-66).  





� Cfr. SCA. de Valparaíso “Collao, Alfonso con Funcionario del Servicio de Impuestos Internos” (Confirmada). Gaceta Jurídica. Nº 162. 1993. (pp. 123-125); SCA. de Valdivia “Mansilla V, René con Juez Tributario X Región” (Confirmada). Gaceta Jurídica. Nº 221. 1998. (pp. 46-49); SCA. de Rancagua “Garrido S, José y otros con Director del Servicio de Impuestos Internos VI  Región” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1995. (pp. 229-232); entre otros.


� Cfr. SCA. de Santiago “Industria Metalúrgica Scanavini S.A. con Inspector Comunal del Trabajo de Maipú” (Confirmada). Revista Fallos del Mes. Nº 430. 1994. (pp. 650-656); SCS. “Johnson’s S.A. con Director Nacional del Trabajo” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 2. 1997. (pp. 142-146); SCS. “Inversiones del Norte S.A. con Dirección del Trabajo de Antofagasta”. Revista Fallos del Mes. Nº 457. 1996. (pp. 2680-2688);


� En este sentido es necesario tener presente el Art. 54 de la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que señala: 


           “ Interpuesta por el interesado una reclamación ante la administración, no podrá el mismo reclamante deducir igual pretensión ante los Tribunales de Justicia, mientras aquella no haya sido resuelta o no haya transcurrido el plazo para que deba entenderse desestimada.


	Planteada la reclamación se interrumpirá el plazo para ejercer la acción jurisdiccional. Este volverá a contarse desde la fecha en que se notifique el acto que lo resuelve o, en su caso, desde que la reclamación se entienda desistida por el transcurso del plazo.


	Si respecto de un acto administrativo se deduce acción jurisdiccional por el interesado, la administración deberá inhibirse de conocer cualquier reclamación que este interponga sobre la misma pretensión.” ( Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado. www.derecho.uach.cl).


� Cfr. SCS. “Perales M, Eduardo con General Director de Carabineros y otros”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1998. (pp. 220-226); SCA. de Santiago “Ormazabal M, Gabriela con Alcalde de Pudahuel” (Confirmada). Gaceta Jurídica. Nº 204. 1997. (pp. 66-69); SCS. “Macchiavello N, Mariana con Alcalde de Viña del Mar”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº1. 1995. (pp.4-8); (pp. 126-130); por citar algunos.


� Estos procedimientos se encuentran regulados, para el caso de los funcionarios públicos, en los títulos V y VII, Arts. 114 a 139 y 151 a 153, del Estatuto Administrativo.


� Cfr. SCA.  de Rancagua “Garrido S, José y otros con Director del Servicio de Impuestos Internos VI  Región” (Confirmada). Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1995. (pp. 229-232); SCS. “Comercial Tabancura Ltda. Con Tesorero Metropolitano  y Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos”. Revista de Derecho y Jurisprudencia. Sección V. Nº 3. 1991. (pp. 171-178); SCS. “Inversiones Forestales CCA S.A. con Director Regional de Aduana Talcahuano”. Revista Fallos del Mes. Nº 470. 1997. (pp. 2496-2504); entre otros.





� Cfr. SCS. “Consocio Agroindustrial Malloa S.A. con Director del Trabajo”. Revista Fallos del Mes. Nº417. 1993.(pp.67-676); SCA. de Santiago “Cáceres V, Adriana y otros con Alcalde Nuñoa” (Confirmada). Revista Gobierno Regional y Municipal. Nº 16. 1994. (pp. 118-121); SCA. de Santiago “Susa R, Iván con Director de Obras Municipalidad de Santiago” (Confirmada). Revista Gobierno Regional y Municipal. Nº 8. 1994. (pp. 79-86); 


� Si se analiza con detención esta situación, debiéramos concluir que resulta al menos complicado para la administración el resguardado de los derechos del administrado desde una perspectiva constitucional. Ello significaría resolver problemas más bien cotidianos a través de recursos de fines más amplios, como es el caso del recurso de protección, dificultando por un lado el resguardo de los derechos del particular y como sucede actualmente, dificultando además la vía para la protección de los otros derechos que este recurso ampara.  Sin embargo, esta situación se ve salvada tras la dictación de la reciente Ley de Bases de los Procedimiento Administrativo, la que traslada al ámbito legal la protección de los derechos de los particulares en la dictación de los actos administrativos,  permitiendo así dejar más expedita la vía del recurso de protección para los casos de real afectación a las garantías constitucionales.
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